Partido Frente Amplio 


Fracción Legislativa

Informe. Tres últimas semanas (MAYO 7-13, 14-20 Y 21-27, 2012)      
· Justicia salarial para las trabajadoras domésticas. Frente Amplio impulsa acción para acabar con discriminación de género. Junto a la Asociación de Trabajadoras Domésticas (ASTRADOMES), la Alianza de Mujeres Costarricenses y varias organizaciones sindicales (Confederación Rerum Novarum, UNT) la fracción legislativa del Frente Amplio presentó una acción de inconstitucionalidad contra el decreto del Poder Ejecutivo que fija los salarios mínimos para las trabajadoras domésticas. La acción se fundamenta en que dicho decreto estableció un salario mínimo mensual por jornada completa para estas trabajadoras de solo 139 mil colones, muy por debajo del mínimo establecido para todas las demás categorías de trabajadores (235 mil colones, trabajador genérico no calificado)  
· En el recurso presentado demostramos que este salario  miserable constituye un acto de discriminación de género que no tiene la más mínima justificación objetiva. Las trabajadoras domésticas ganan casi 100 mil colones menos que otros trabajadores que realizan las mismas tareas (cocina, limpieza, lavado, planchado, cuido del hogar) a pesar de que su trabajo implica mayores niveles de complejidad y capacitación (todas las tareas al mismo tiempo) y con mayores niveles de riesgo (en la privacidad del hogar son más vulnerables a la explotación laboral y a todo tipo de agresiones). Por lo tanto, el salario inferior únicamente se explica por prejuicios machistas que asumen el trabajo doméstico como una tarea “natural” de las mujeres, a la que se le resta valor porque no constituiría trabajo. 
· También denunciamos que el salario mínimo que se les paga a las trabajadoras domésticas condena a sus familias al hambre y a la pobreza, pues no hay forma de que una familia pueda vivir dignamente y satisfacer sus necesidades básicas con 139 mil colones al mes. El salario mínimo para el resto de trabajadores (235 mil colones) no alcanza para comer, vestirse, alquilar una vivienda y pagar los servicios básicos. Con mucho menos razón puede alcanzar el salario de las trabajadoras domésticas. Esto viola de forma grosera el principio constitucional establecido en el artículo 57 de la Constitución Política, según el cual, el salario debe garantizar una vida digna para las y los trabajadores. 
· Por estas razones, exigimos que a las trabajadoras domésticas se les fije un salario no inferior al del resto de trabajadores del país. En el Frente Amplio creemos que ha llegado la hora de eliminar esta vergonzosa injusticia contra miles de mujeres trabajadoras, costarricenses y extranjeras. Un régimen salarial de esclavitud que se mantiene en pleno siglo XXI con la complicidad del Ministerio de Trabajo y el Poder Ejecutivo, a pesar de que nuestro país ha firmado tratados internacionales que prohíben toda forma de discriminación en el trabajo y obligan al Estado a eliminar toda práctica discriminatoria contra las mujeres.
· Dictaminado proyecto del Frente Amplio para que no prescriban las deudas con la CCSS por cuotas obrero patronales. La comisión especial que estudia la situación de la CCSS dictaminó por unanimidad el proyecto de ley presentado por nuestra fracción (17.954) para impedir que las deudas con los seguros sociales de salud y pensiones y sus intereses se venzan por el paso del tiempo (imprescriptibilidad). Hoy la ley establece una plazo más corto de prescripción para el delito de retención indebida de cuotas de la seguridad social (privilegio injustificado para patronos morosos) y permite que las deudas con la CCSS prescriban en 10 años, lo que ha favorecido que a patronos morosos que han sido exonerados de pagar en los tribunales, gracias a que retrasaron los procesos y se escondieron durante varios años para no pagarle a la seguridad social.   
· Con el proyecto dictaminado esta situación se terminaría. Nunca más los morosos con la seguridad social podrán escudarse en el paso del tiempo para evadir sus obligaciones con la CCSS. De nada les servirá esconderse y cambiar de razón social porque la deuda seguirá vigente. Eso sí, la no prescripción no significa que la CCSS puede “confiarse” y no cobrar. El proyecto también establece sanciones rigurosas para aquellos jerarcas y funcionarios que no cobren oportunamente las deudas con la seguridad social. 

· Ahora el proyecto ingresará al Plenario con un lugar prioritario para su votación definitiva. En el Frente Amplio tenemos la esperanza de que propuestas como esta ayudarán a que no se repita la triste historia de tantos adultos mayores que, después de trabajar toda su vida, no tienen una pensión digna y tienen que mendigar ayudas del Estado porque unos desgraciados no pagaron sus cuotas con la seguridad social. Hoy estas cuotas no pueden recuperarse. Con el proyecto dictaminado este derecho irrenunciable de los trabajadores podrá reclamarse en cualquier momento, sin importar el tiempo que haya transcurrido. 

· Sobre el nombramiento de la Contralora. En las últimas dos semanas la agenda del Plenario Legislativo estuvo acaparada por la discusión del nombramiento de un nuevo Contralor o Contralora General de la República. Finalmente el Plenario eligió por amplia mayoría a la Licda. Martha Acosta, quién fungió en los últimos 8 años como subcontralora. El Frente Amplio votó nulo, porque, lamentablemente el nombramiento ya estaba cocinado desde hace días por el PLN, sus aliados más tontos útiles de otras fracciones de “oposición”. No había espacio ni condiciones para impulsar otros nombres. 
· Durante las discusiones, señalamos la necesidad de un cambio radical en la gestión de la Contraloría. Señalamos la necesidad de poner a una persona valiente e independiente que no tuviera miedo de denunciar los grandes casos de corrupción y que no estuviera comprometida con las privatizaciones-concesiones del modelo neoliberal. Hemos sido muy críticos de la jerarca saliente de la Contraloría, porque aunque la institución cuenta con funcionarios muy capaces, en los últimos años su jerarquía ha sido permisiva y complaciente cuando se ha tratado de confrontar los grandes intereses de quienes están saqueando este país. Aunque le entra con facilidad a los campesinos que ocupan tierras del Estado, es capaz de ordenar el cierre del IDA o el desalojo de un pueblo de pescadores, la Contraloría ha llegado tarde en los casos gruesos como el saqueo de la CCSS o el megachorizo de las concesiones de obra pública. Como ha comulgado ideológicamente con el modelo privatizador se ha hecho “de la vista gorda” en casos como la entrega de los muelles de Limón o el desfalco de la carretera a Caldera. Por eso, urge tener una Contraloría que no sea un apéndice de Zapote ni un títere de los hermanos Arias. 

· Partiendo de este diagnóstico, objetamos el nombramiento de la señora Acosta porque, aunque no ha sido la jerarca, estuvo durante 8 años ocupando el cargo de subcontralora y nunca conocimos que objetara esta situación. O tuvo temor de hablar o fue cómplice. Por eso, a pesar de su calidad humana y profesional, manifestamos dudas sobre su idoneidad para impulsar el necesario cambio que le devuelva independencia y beligerancia a la Contraloría. Por supuesto, el PLN no dudó en darle apoyo a la exsubcontralora. Su nombramiento les aseguraba continuidad. Que nada cambie. También el PUSC corrió a apoyarla porque, según afirman sus diputados viene del “riñón calderonista”. Más difícil de entender es la actitud de diputados como los del PAC. A pesar de que han coincidido con nuestras críticas a la actual gestión de la Contraloría optaron por plegarse a la mayoría que impulsaba a Acosta. Las excusas, bastante pobres: temor a que pusieran a alguien peor (la “menos mala”) o justificaciones que eximen a la exsubcontralora de responsabilidad porque “tenía que seguir órdenes”. 
· Ante este triste panorama, el Frente Amplio mantuvo una posición coherente. Las demás fracciones intentaron sumarnos en la danza e incluso empezaron a circular falsos rumores que pretendían incluirnos en un supuesto “consenso” que desmentimos en múltiples ocasiones. Consumado el nombramiento de la contralora, eso sí, nos comprometemos a cerrar filas con quien quiera luchar por frenar el saqueo de la Patria. Doña Martha ha manifestado que tendrá independencia y que no tolerará la corrupción. Le damos el beneficio de la duda. Si así lo hace contará con un aliado leal en el Frente Amplio. Si no, también seremos los primeros en decirlo.          
· Integradas comisiones legislativas. Frente Amplio en Jurídicos, Ambiente y Juventud. Y en todas las demás… El Presidente de la Asamblea integró las comisiones legislativas devolviéndole al PLN el control de prácticamente todos los órganos legislativos. El Frente Amplio había solicitado conformar la Comisión de Asuntos Sociales para impulsar nuestros proyectos del Salario Mínimo Vital y la Ruptura del Tope de Cesantía, que se encuentran “pegados” en dicha comisión. Sin embargo, nos ubicaron en Asuntos Jurídicos. Donde sí se respetó nuestro interés fue en las comisiones de Ambiente y Juventud, dos prioridades innegables de nuestro partido. En cualquier caso, como ha venido siendo nuestra práctica, le daremos seguimiento a todas las comisiones y en todas nos haremos presentes cuando estén en juego nuestras luchas.
· Defensa de la CCSS, Verdadera justicia tributaria (que los millonarios paguen impuestos) y Territorios Costeros Comunitarios: prioridades del Frente Amplio para la agenda en Plenario. Con el inicio de la nueva legislatura, se volvió a conformar la agenda del Plenario Legislativo. El procedimiento que se utiliza consiste en que todas las fracciones proponen proyectos de ley de su interés y estos se ubican en los primeros lugares de forma proporcional a la cantidad de diputados y diputadas. Para este periodo el Frente Amplio cuenta con dos espacios en la lista de 18 proyectos de ley. Nuestra fracción impulsará con prioridad las iniciativas para fortalecer y rescatar la CCSS (imprescriptibilidad de las cuotas obrero patronales, control de los precios de las medicinas, etc., según su nivel de avance) y proyectos de verdadera justicia tributaria, como nuestra propuesta para que paguen impuestos los concesionarios de Papagayo y eliminar el vergonzoso privilegio dictado por los hermanos Arias que fijó en $1 dólar por metro cuadrado el valor tributario de las tierras más valiosas del país para rebajar los impuestos a los millonarios más ricos, no de Costa Rica, del mundo. Mientras tanto, rebajan los salarios del pueblo, por la crisis fiscal…
· Por otra parte, seguiremos impulsando el proyecto de Territorios Costeros Comunitarios para frenar el despojo de nuestras comunidades costeras, a través de una propuesta que integra protección de la riqueza natural y la diversidad cultural con distribución de la riqueza y control comunitario de los medios de producción. Existe un compromiso de todos los jefes de fracción de poner este proyecto en el primer lugar. Sin embargo, el PLN y sus aliados empiezan a zafar la tabla. Por ahora el proyecto sigue en los primeros lugares. No obstante, tendremos que organizar nuevas movilizaciones para exigir que este compromiso se cumpla.        

· Continúa la lucha por la defensa de la libertad sindical en las plantaciones piñeras. En compañía de compañeras y compañeros del movimiento sindical, nos reunimos con la Ministra de Trabajo y el Director de la Inspección del Trabajo para exigir respuestas y soluciones concretas a las graves denuncias presentadas por violaciones a los derechos humanos y persecución antisindical en perjuicio de las y los trabajadores en las fincas piñeras de la Zona Norte. En la reunión reiteramos nuestra disconformidad por la inoperancia y la negligencia de las autoridades que deberían proteger los derechos laborales. La ministra se comprometió a tomar acciones inmediatas, incluyendo la realización de “barridas” o inspecciones masivas con funcionarios de otras regiones a fin de evitar el contubernio con los empresarios violadores de los derechos humanos. Con parte de las acciones de respaldo a esta lucha, el Frente Amplio puso por escrito y con lujo de detalles cada una de las denuncias recibidas. Además estamos apoyando los conflictos colectivos promovidos por trabajadores de las empresas Monte Providencia y Agromonte.
· Guerra sin cuartel a los grandes morosos con la seguridad social.  Nuestra fracción continuó realizando acciones dirigidas a fortalecer la lucha que libran ciudadanos/as y organizaciones sociales para que los principales empresarios morosos con la seguridad social paguen sus deudas. En este sentido, le hemos exigido cuentas a la CCSS por el caso de las empresas exportadoras de helechos que deben miles de millones de la CCSS, pero que gozan de total impunidad por pertenecer a empresarios estadounidenses que apoyaron la campaña del Sí al TLC y financiaron a los hermanos Arias. La CCSS debe explicar por qué no les cobra, así como las razones de un supuesto “error” por el cual se habría reducido considerablemente el monto de la deuda de estos evasores. También hemos exigido cuentas a la CCSS por el caso de la empresa Datascensión (centro de llamadas), que mantiene otra millonaria deuda con la institución. A pesar de esto, la empresa sigue operando impunemente y recientemente fue comprada por otra que cuenta con activos suficientes para pagar. No obstante, la CCSS no toma medidas eficaces para cobrarles ni les aplica el criterio de “unidad económica”, que permitiría tenerlas como un único deudor. El Frente Amplio seguirá denunciando estos y otros casos (colegios privados, seguridad privada, etc.) como parte de nuestra lucha por la defensa de la CCSS.  
· Frente Amplio denuncia: exportadores morosos con la CCSS gozan de exoneraciones de impuestos violando impunemente la ley. Nuestra fracción le exigió explicaciones a las autoridades de Aduanas, ya que permiten que las empresas exportadoras que se encuentran morosos con la CCSS y evaden el pago de las cuotas obrero patronales  gocen de exoneración total en el pago del Impuesto sobre las Ventas para la exportación de sus productos, a pesar de que el artículo 74 de la Ley Orgánica de la CCSS prohíbe que los morosos con la seguridad social disfruten cualquier tipo de exención o régimen de incentivos fiscales. 
· Como todo mundo sabe, dentro de las empresas exportadoras se encuentran algunas de las que más violan los derechos laborales y evaden sus deudas con la CCSS (piñeras, bananeras, helecheras, maquilas, etc.) Sin embargo, el Ministerio de Hacienda y la Dirección General de Aduanas no cumplen con su obligación legal de exigirles estar al día para gozar de exenciones fiscales. Durante años les han permitido exportar disfrutando de exoneración sobre el pago del impuesto de ventas, a pesar de estar morosas con la CCSS. Mientras a un pequeño empresario le cierran el negocio por unos días de atraso, a las trasnacionales exportadoras más bien les regalan todo tipo de privilegios. Nuestra fracción está exigiendo una explicación detallada sobre este grave incumplimiento y la adopción de medidas inmediatas para cumplir la ley. Asimismo, acusaremos penalmente a los funcionarios responsables de esta barbaridad.     
· Arranca juicio contra el Estado en defensa de la niñez en riesgo social. Gobierno reconoce que no paga al PANI. El Ministerio de Hacienda y la Procuraduría contestaron la demanda interpuesta por el Frente Amplio contra el Estado costarricense por la millonaria deuda de más 120 mil millones de colones que mantiene con el PANI, a no girarle a esta institución los recursos establecidos en la ley para financiar programas sociales de atención a niños y niñas que sufren abandono y violencia. En su contestación el Gobierno reconoció descaradamente que no le entrega al PANI los que recursos que ordena la ley. Alegan limitaciones presupuestarias, la “crisis fiscal” y todo tipo de excusas inaceptables. Además la Procuraduría presentó varias “excepciones” y recurrió al más variado inventario de leguleyadas para intentar soslayar la responsabilidad del Estado. 
· Sí hay plata para malgastar en consultorías y la vergonzosa “trocha fronteriza” pero no para atender al sector más débil y vulnerable de la población. Con cinismo, señalan que el PANI no requiere más recursos porque presenta “superávit”. Pero no dicen que la mayor parte de dicho superávit es mantenido por orden del propio Gobierno. Eso sí, no dicen ni una palabra sobre el problema de fondo que motiva la demanda: el incumplimiento por parte del Estado de leyes de orden público creadas para proteger a la niñez, le está provocando un daño irreparable a miles de menores de edad en abandono y riesgo social, pues la falta de recursos y personal tiene colapsados los albergues del PANI e impide que la institución pueda proteger oportunamente a los niños y niñas que sufren violencia y todo tipo de agresiones. 
· Nuestra fracción respondió todos y cada uno de los argumentos del Estado y expuso las razones por las cuales son improcedentes las defensas presentadas por la Procuraduría. Ahora el Tribunal deberá resolver sobre la excepción de incompetencia (Estado alega que el caso debe conocerlo la Sala IV y no el contencioso, como en Crucitas) y citar a las partes a una audiencia de conciliación. En caso de no haber arreglo, iniciará el juicio oral. El Frente Amplio llevará hasta sus últimas consecuencias esta lucha por la defensa de nuestra niñez. A partir de este momento, cualquier persona u organización pueden presentar gestiones de coadyuvancia en apoyo a la demanda.
· Nuestro rechazo al aumento salarial de los diputados y la devolución del dinero. Hemos seguido insistiendo en nuestra posición de no aceptar el aumento desproporcionado del salario de los diputados, como protesta por los salarios de hambre que se pagan a la gran mayoría de trabajadores de este país. Hemos dicho que sería una gran incoherencia aceptar este aumento cuando hemos venido criticando el rebajo salarial de 5 mil colones que impuso el Gobierno a la gran mayoría de trabajadores del sector público. Mientras denunciamos que a las trabajadoras domésticas se les paga un salario miserable, de esclavitud, sería totalmente incongruente aceptar un aumentazo diputadil que supera el salario mensual de estas trabajadoras. 
· Hemos tenido que reiterar estas posiciones ante la insistencia de la Administración de la Asamblea por obligarnos a recibir este aumento, desconociendo nuestro derecho a renunciar al mismo. Con argumentos absurdos, la burocracia legislativa pretende impedir la renuncia, probablemente, para que la población no exija una conducta similar a otros diputados. Ante esta situación hemos presentado varios recursos contra los ridículos e insostenibles criterios de la “asesoría legal” de la Asamblea, que se dejó de decir que no podíamos renunciar al aumento, porque eso sería “cambiar el porcentaje” de contribución a la CCSS (con razón la Asamblea pierde todos los juicios). Ese porcentaje no varía, por lo que, aunque un diputado reciba menos ingresos, su aporte a la CCSS es proporcionalmente el mismo. Por el momento, el Directorio ha rechazado nuestros recursos, pero aceptó elevar el tema en consulta a la Procuraduría, que está analizando el caso. Mientras esta discusión legal no se resuelva, lo que estamos haciendo a partir del mes de mayo es devolver el monto del aumento al Departamento Financiero de la Asamblea para que sea reintegrado a la Caja Única del Estado. 

· Sobre este punto, es necesario aclarar a algunos compañeros y compañeras que nos han solicitado donaciones del aumento para obras sociales que eso no es posible. Mi posición personal es que del todo no debemos aceptar ni recibir el aumento. No recibir el dinero implica no obtener beneficios directos ni indirectos del mismo. Cuando se realizan donaciones, al final de cuentas se obtiene un beneficio. Siempre es una forma de disponer el dinero y obtener una retribución. Por eso, para mantener total coherencia con nuestra posición, he descartado esta posibilidad. La mejor forma de hacer obra social es luchar por la organización y la emancipación de nuestro pueblo. Defender la libertad sindical y luchar por el pago de salarios justos a las y los trabajadores. Promover la organización de las comunidades con autonomía y dignidad.
· Frente Amplio junto a la gente que lucha. En los últimos días hemos participado en diversas actividades. Estuvimos en la asamblea anual de ASDEICE exponiendo a cientos de trabajadores y trabajadoras de todo el país sobre las luchas que se avecinan en defensa del ICE. También participamos en la sesión del Consejo Consultivo de la ANEP, donde explicamos nuestra posición sobre la Reforma Procesal Laboral. Acompañamos al movimiento de motociclistas, que luchan para que no se desmantele el carácter solidario del seguro obligatorio de automóviles y se movilizaron a la Asamblea a manifestar su apoyo a las mociones del Frente Amplio sobre la Ley de Tránsito. El 17 de mayo marchamos hacia el parque de Guadalupe en la conmemoración del Día Mundial la Homofobia, la Lesbofobia y Transfobia. Junto a activistas y organizaciones que luchan por respeto a la diversidad sexual reiteramos nuestro compromiso con esta causa. También hemos estado participando en varias Asambleas Cantonales del Frente Amplio. Aunque será materialmente imposible que esté presente en todas las asambleas. Haré todo lo posible por asistir a la mayor cantidad posible, distribuyendo equitativamente la participación en todas las regiones del país.                    

Saludos cordiales,
José María Villalta       
